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SEGURIDAD SOCIAL / PENSIÓN DE INVALIDEZ / CONDICIÓN MÁS BENEFICIOSA / SU ESTUDIO ESCAPA A LA ÓRBITA CONSTITUCIONAL CUANDO EL FONDO DE PENSIONES INVOCA LA APLICACIÓN DE LA LEY VIGENTE.
¿Procede la acción de tutela para solicitar el pago de una prestación derivada de la seguridad social?

De acuerdo con la jurisprudencia del máximo órgano de cierre en materia constitucional
, la acción de tutela no es el medio idóneo para el reconocimiento y pago de prestaciones de la Seguridad Social, pues al versar sobre derechos de orden legal, se deben debatir ante la jurisdicción laboral o la contenciosa administrativa.

La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, cuando estos resultan ineficaces, o en aquellos eventos en que se pretenda evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras la justicia decide.

En el anterior orden de ideas, no percibe la Sala la vulneración pregonada por el actor, pues a pesar de que no existe discusión en relación con su condición de sujeto de especial protección, por su estado de invalidez, es un hecho cierto que la entidad accionada negó la pensión pretendida, al percibir que no se acreditaron los requisitos previstos en la Ley 860 de 2003, como tampoco aquéllos señalados por la jurisprudencia nacional para acceder al derecho, en aplicación de la condición más beneficiosa, actuación que a la luz de la legislación establecida en materia de seguridad social, de no compartirse, hace necesario el trámite del proceso ordinario laboral.
SALVAMENTO PARCIAL DE VOTO – MAGISTRADA ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN: 

… manifiesto mi inconformidad parcial frente a la decisión mayoritaria por cuanto, en casos como el presente, la Corte Constitucional ha otorgado la pensión de invalidez en aplicación del Acuerdo 049 de 1990 cuando no hay duda de que se cumple con los requisitos de esa norma, como ocurre en este caso, razón por la cual debió tutelarse el derecho a la seguridad social del actor y concederse de manera transitoria la aludida prestación, dada la edad del señor Posada Medina (79 años), y su grado de incapacidad.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, dieciocho de septiembre de dos mil dieciocho
Acta N° 0         de 18 de septiembre de 2018
Procede la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a decir la impugnación formulada por el señor JAIME ENRIQUE POSADA MEDINA  contra la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira el día 10 de agosto de 2018, dentro de la acción de tutela iniciado por éste contra COLPENSIONES.

HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Refiere el señor Jaime Enrique Posada Medina que nació el 20 de febrero de 1939; que en la actualidad cuenta con 79 años; que luego de ser calificado por Colpensiones con un 53.54% de pérdida de capacidad laboral estructurada el 28 de septiembre de 2016 y habiendo cotizado al sistema pensional entre el 1º de julio de 1967 y el 31 de julio de 2004, solicitó a esa entidad el reconocimiento de la pensión de invalidez, pero, en resolución SUB 100887 de 2018, la prestación fue negada,  ante la ausencia de cotizaciones en los tres años anteriores a la estructuración de la invalidez.  Contra ésta decisión interpuso los recursos legales, sin ningún éxito.
Sostiene que atraviesa una difícil situación económica que sumada a la actual condición médica y su avanzada edad, por lo que solicita la protección de sus derechos fundamentales a la seguridad social en conexidad al mínimo vital, a la vida en condiciones dignas, integridad personal, igualdad, salud, seguridad social, los derechos de personas en estado de discapacidad en conexidad con la vida y  protección de las personas de la tercera edad y como consecuencia, se ordene a Colpensiones reconocer la pensión de invalidez en aplicación el principio de la condición más beneficiosa.

TRÁMITE IMPARTIDO

La acción correspondió por reparto al Juzgado Quinto Laboral del Circuito, el cual, luego de admitirla corrió traslado a Colpensiones por dos días, para que ejerciera su derecho de defensa.

En comunicación de fecha 6 de agosto del año que avanza, Colpensiones se pronunció haciendo notar el carácter subsidiario de la acción de tutela para indicar que deben ser los medios ordinarios de defensa judicial los llamados a determinar la procedencia del derecho que reclama la peticionaria, pues ha sido enfática la Corte Constitucional en sostener que la acción de tutela no es la llamada a reconocer derechos laborales.

Precisa entonces que el juez constitucional no es competente para realizar un análisis de fondo frente a la solicitud pensional del actor, máxime cuando lo que pretende el actor es desnaturalizar el mecanismo excepcional para lograr el reconocimiento de derechos cuyo reconocimiento está a cargo de la justicia laboral.
Llegado el día del fallo, la funcionaria de primer declaró improcedente la acción de tutela al advertir que no se encuentra acreditado el requisito de subsidiariedad para conceder, por esta vía, prestaciones derivadas de la seguridad social, pues a pesar de reconocer que ostenta la calidad de sujeto de especial protección en consideración a su edad y discapacidad que padece, no advierte la ocurrencia de un perjuicio irremediable, por lo que no resulta desproporcionado exigirle que acuda a la vía ordinaria, para que se defina su derecho pensional, en relación con el cual no se advierten acreditados los requisitos legales.

Inconforme con la decisión la parte actora la impugnó, señalando el desconocimiento de la a quo de la jurisprudencia que el asunto; la acreditación del perjuicio irremediable representado en la imposibilidad material que reviste generar los recursos para procurar su propia subsistencia y la condición de sujeto de especial protección que amerita la pronta y oportuna intervención del juez constitucional.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

El asunto bajo análisis plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Procede la acción de tutela para solicitar el pago de una prestación derivada de la seguridad social?

Antes de abordar el interrogante formulado, cabe recordar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

2. DE LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA PARA RECLAMAR PRESTACIONES DE LA SEGURIDAD SOCIAL.

De acuerdo con la jurisprudencia del máximo órgano de cierre en materia constitucional
, la acción de tutela no es el medio idóneo para el reconocimiento y pago de prestaciones de la Seguridad Social, pues al versar sobre derechos de orden legal, se deben debatir ante la jurisdicción laboral o la contenciosa administrativa.

Según el inciso 3° del artículo 86 de la Constitución Nacional, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, cuando estos resultan ineficaces, o en aquellos eventos en que se pretenda evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras la justicia decide.

3. ACREDITACIÓN DEL PERJUICIO IRREMEDIABLE 

Frente a la acreditación del perjuicio irremediable, la Alta Magistratura Constitucional ha indicado, que con relación a aquéllas personas que solicitan una pensión de invalidez, se presume la generación del perjuicio irremediable, en la medida que hay compromiso del mínimo vital, si se tiene en cuenta que la discapacidad para trabajar conlleva, por obvias razones, la dificultad de subvenir, con la propia actividad, los medios de subsistencia de quien ha caído en tal estado
. 
También ha dicho esa Corporación que, “la condición de disminuido físico, sensorial o psíquico – que subyace a la calificación médica de pérdida de la capacidad laboral como presupuesto del reconocimiento del derecho a la pensión de invalidez -, coloca a la persona afectada bajo la órbita del derecho a la igualdad y la hace acreedora de una protección especial del Estado por encontrarse en circunstancias de debilidad manifiesta”
.   

4. CASO CONCRETO

En el presente asunto, pretende el actor que a través de éste mecanismo excepcional se le reconozca y pague la pensión de invalidez, en aplicación del principio de la condición más beneficiosa, toda vez que cuenta con una pérdida de capacidad laboral equivalente al 53.54% y 50 semanas efectivamente cotizadas a la fecha de la última cotización y antes del 1º de abril de 1994 un total de 595.28 semanas.
El tema así presentado, da lugar a una controversia que no es propia del escenario constitucional, pues amerita un debate jurídico que debe dirigir el juez natural –laboral-,  con fundamento en los elementos de juicio que permitan aclarar la verdadera situación del derecho reclamado, pues mientras la parte actora solicita la aplicación del principio constitucional de la condición más beneficiosa en orden a que se reconozca a su favor la gracia pensional, en consideración al hecho de que acredita 50 semanas efectivamente cotizadas a la fecha de la última cotización, de acuerdo con los criterios sentados por la Corte Constitucional en la SU-588 de 2016 ó 595 semanas aportadas antes del 1º de abril de 1994, de acuerdo con la SU-442-2016, la llamada a juicio en el acto administrativo que niega la prestación, aduce que el tutelante debe acreditar los requisitos establecidos en la norma vigente al momento de estructurarse la invalidez.  

Es más, la entidad al momento de decidir la solicitud pensional, analizó la posibilidad de dar aplicación al principio antes referido, encontrando que tampoco por esa vía podía ser reconocida a su favor la prestación pretendida, dado que, en consideración a que no era un cotizante activo, debía acreditar un total de 26 semanas cotizadas en el año inmediatamente anterior al 28 de septiembre de 2016,  fecha de estructuración de la invalidez, requisito que tampoco cumple, pues registra cotizaciones hasta el 1 de julio de 2004.
En el anterior orden de ideas, no percibe la Sala la vulneración pregonada por el actor, pues a pesar de que no existe discusión en relación con su condición de sujeto de especial protección, por su estado de invalidez, es un hecho cierto que la entidad accionada negó la pensión pretendida, al percibir que no se acreditaron los requisitos previstos en la Ley 860 de 2003, como tampoco aquéllos señalados por la jurisprudencia nacional para acceder al derecho, en aplicación de la condición más beneficiosa, actuación que a la luz de la legislación establecida en materia de seguridad social, de no compartirse, hace necesario el trámite del proceso ordinario laboral.

En síntesis debe el actor acudir al juez natural, para que luego de un amplio debate probatorio, en el que se garantice el ejercicio de los derechos procesales que le asisten a las partes, se determine la procedencia o no de la prestación que reclama. 

Así las cosas, no advierte la Sala vulnerados los derechos reclamados por el señor JAIME ENRIQUE POSADA MEDINA, a pesar de hacer parte de un grupo de especial protección constitucional, por lo que procede la confirmación de la sentencia que por vía de apelación se ha conocido.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 10 de agosto de 2018.
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito.


TERCERO: ENVÍESE, lo más pronto posible, a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

Notifíquese y Cúmplase.

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES               ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON
                          Aclara voto                                                                       Salva voto
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SALVAMENTO PARCIAL DE VOTO

Con mi acostumbrado respeto, manifiesto mi inconformidad parcial frente a la decisión mayoritaria por cuanto, en casos como el presente, la Corte Constitucional ha otorgado la pensión de invalidez en aplicación del Acuerdo 049 de 1990 cuando no hay duda de que se cumple con los requisitos de esa norma, como ocurre en este caso, razón por la cual debió tutelarse el derecho a la seguridad social del actor y concederse de manera transitoria la aludida prestación, dada la edad del señor Posada Medina (79 años), y su grado de incapacidad.

En estos términos sustento mi salvamento parcial de voto.

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Magistrada
� T-371 de 1996, T-78 de 1998, T-476 de 2001, T-1083 de 2001 y T-634 de 2002


� T-371 de 1996, T-78 de 1998, T-476 de 2001, T-1083 de 2001 y T-634 de 2002


� T-453/11


� T-144 de marzo 30 de 1995, M. P. Antonio Barrera Carbonell.
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